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Resumen: La democracia contemporánea se debate entre el vaivén de los 
modelos representativos y participativos. En ambos, la soberanía no ha en-
contrado total satisfacción. Por tanto, para superar dicho dilema es necesa-
rio evaluar los tipos de representación y los instrumentos de participación 
con el objetivo de alcanzar un tercer modelo: la Democracia Líquida. Aquí 
se exponen sus tres versiones: directa, mediada en los espacios ganados 
por partidos sin representantes partidarios y mediada por representantes 
proxies ad hoc. Se describe su capacidad de deliberación y la inclusión de 
Internet en la misma. Finalmente se elaboran algunas discusiones respecto 
a los límites de los argumentos expuestos y se concluye con las adverten-
cias sobre sus alcances.

Abstract: Contemporary democracy is torn between the swaying of repre-
sentative and participatory models. In both, sovereignty has not found total 
satisfaction. Therefore, to overcome this dilemma is necessary to evaluate 
the types of representation and participation instruments with the objective 
of achieving a third model: the liquid democracy. Here we show three ver-
sions: direct, mediated in the spaces won by parties without party represen-
tatives and mediated by proxies’ representatives ad hoc. The capacity for 
deliberation and inclusion of Internet in the same is described too. Finally, 
some discussions are developed regarding the limits of the arguments and 
conclude with warnings about its scope.
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1. Introducción

Ante la aparente imposibilidad de la de-
mocracia directa, en la práctica se han 
implementado dos modelos de organi-
zación democrática; el representativo y 
el participativo. Sin embargo, en ambos 
modelos, la representatividad política tie-
ne límites que dejan insatisfecho al deseo 
democrático de un cabal ejercicio de la 
soberanía. 

El modelo representativo ha sido cuestio-
nado desde los orígenes de la democra-
cia moderna por sus métodos aritméticos 
de votación para elegir representantes. Y 
más contemporáneamente se le ha cri-
ticado por los tipos de representatividad 
que ejercen los gobernantes electos. Por 
su parte, el modelo participativo, inten-
tando paliar las insuficiencias anteriores, 
también padece los límites de los algorit-
mos de votaciones resolutivas y además 
las dificultades propias de los instrumen-
tos con que intenta incluir la participación 
de la ciudadanía a una mayor injerencia 
en la esfera pública. En el aspecto más 
profundo también enfrenta las objeciones 
a la deliberación ciudadana.

Para postular una vía más satisfactoria, 
este ensayo pretende comprender las 
limitaciones de la representatividad y 
operatividad política en ambos modelos, 
superarlos a partir de la construcción de 
ejemplos que pueden generalizarse. Para 
ello se hace un balance de ambas formas 
de democracia y, al aprovechar sus alcan-
ces, se busca la manera de dotar de me-
jor dirección a la soberanía ciudadana en 
formas más dinámicas y fluidas a través 
de la denominada Democracia Líquida. 

El itinerario hacia las nuevas alternativas 
no puede constituir un análisis exhaustivo 
de cada particularidad en el camino, por 

consiguiente, no se ahonda en la discu-
sión de los diversos métodos matemáticos 
para realizar las votaciones que de mejor 
y mayor manera expresen las preferencias 
de los electores. Amén de que la prácti-
ca del voto no es la única para lograr las 
políticas públicas más justas. Sin embar-
go, desde un mero balance de las formas 
democráticas representativas y participati-
vas, incluyendo en la primera una revisión 
de los modos de la representatividad polí-
tica y en la segunda de los mecanismos de 
participación, se sientan las bases para la 
gestación del modelo líquido.

2. Balance de la democracia 
representativa

El modelo de la democracia representativa 
puede establecerse al obtener un común 
denominador desde la compilación hecha 
por Robert Dahl (2005, p. 46) al visualizar 
varios países. La democracia representa-
tiva considera que el pueblo gobierna a 
través de funcionarios elegidos mediante 
sufragio secreto, para que integren los di-
versos órganos que formulan las decisio-
nes y políticas de gobierno. Este modelo 
implica varios derechos: a votar, a ser ele-
gido, a competir por conseguir apoyo y a 
competir para obtener votos. Todo ello en 
un marco de elecciones libres, limpias y 
periódicas donde se cuenta con libertad 
de asociación, de expresión, y con fuentes 
independientes y alternativas de informa-
ción. Además deben existir organismos 
para garantizar que las políticas públicas 
dependan de los votos y de la expresión 
de preferencias de los ciudadanos.

La descripción anterior posee varios su-
puestos, entre los principales la existencia 
de un sujeto original depositario de la so-
beranía (el pueblo, los ciudadanos o los 
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electores) que transfiere el poder de orga-
nización, definición y decisión de la esfera 
pública a los gobernantes elegidos. Y el 
asunto capital, habiéndose establecido el 
sufragio hipotéticamente en las mejores 
condiciones posibles ya descritas, es pre-
cisamente el modo en que dicho sujeto 
soberano queda representado al transfe-
rir su soberanía. Es central, entonces, la 
manera en que opera la representatividad 
dada la variedad de modos de represen-
tación política y sus respectivos alcances. 
Pues, en efecto, las formas de representa-
ción son objeto de múltiples discusiones. 

2.1. Tipos de representación

El debate sobre la representación política 
es amplio. Así por ejemplo, Pitkin (1972) 
consigna la representación política como 
autorización, como responsabilidad, co-
rrespondencia, identificación simbólica y 
actuación sustantiva. En la autorización 
el representado autoriza al representante 
y por ende debe responsabilizarse de las 
acciones que éste realice. En la represen-
tación con responsabilidad el represen-
tante debe rendir cuentas (accountability) 
ante su representado. De la representa-
ción por correspondencia Pitkin refiere el 
isomorfismo entre representado y repre-
sentante, pues éste se constituye en una 
descripción o reflejo de aquél, es decir, es 
signo que representa a lo representado. 
No así la representación de identificación 
simbólica, pues el representante suple al 
representado con variaciones causadas 
por diversas circunstancias, intereses o 
capacidades. La representación sustanti-
va es muy parecida a la primera, a la de 
autorización, pues el representante actúa 
en nombre de los intereses o como agen-
te del representado. Obviamente en la re-
presentación sustantiva cabe cuestionar 

quién define mejor los intereses a repre-
sentar y defender y qué tanta responsabi-
lidad puede fincársele al representante en 
la medida en que haya actuado con total 
autonomía o lo haya hecho bajo directri-
ces definidas con precisión de parte de su 
representados. 

Diggs (1968) por su lado distingue entre 
representación descriptiva, que es la de 
correspondencia isomórfica entre repre-
sentado y representante y la representa-
ción práctica. La representación práctica 
se refiere a personas o grupos que requie-
ren de uno o varios representantes para 
llevar a cabo sus propósitos o resolver sus 
problemas. De tal manera que esta dis-
tinción le permite a Laporta abonar la di-
ferencia entre la representación descrip-
tiva y la práctica como normativa, pues 
el representante actúa como agente del 
representado no porque lo simbolice, sino 
porque tiene competencia y poder para 
hacerlo o, inclusive “porque debe hacer 
algo” (1989, p. 131). La representación 
práctica normativa, luego entonces, pare-
ce deseable para la democracia. De igual 
manera se encuentra en Didier (2000) 
para quien la representación descriptiva 
es aquella que muestra, exhibe, presen-
ta o enseña; mientras que la representa-
ción que figura (la llamada arriba práctica 
normativa) es aquella que hace figurar al 
representante en lugar del representado 
para actuar en su nombre porque ha reci-
bido de éste el poder para hacerlo.

En defensa de la representación, Sar-
tori (1999) hace una clasificación donde 
considera dentro del Derecho privado a la 
representación jurídica y en el Derecho 
público a la política. La representación 
política no posee instrucciones vinculan-
tes de prohibición o de mandato impe-
rativo hacia el representante; y tampoco 
posee la revocabilidad inmediata, sino 
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hasta que expire el plazo de ejercicio de 
su función. Cabe entonces preguntarse, 
¿si el representante no tiene limitaciones, 
ni instrucciones obligatorias de decisión 
y actuación, y tampoco revocabilidad, 
entonces se trata de una representación 
o de una sustitución? La respuesta pue-
de hallarse en las letras de Pitkin, quien 
tras 32 años de haber publicado uno de 
los textos fundacionales de este debate y 
haber reflexionado profundamente sobre 
el mismo, concluye: “el resultado predo-
minante ha sido que la representación ha 
suplantado a la democracia en lugar de 
servirla” (2004, p. 340). Es decir, los re-
presentantes acaban por no proyectar los 
deseos políticos de sus electores.

En el extremo opuesto podría considerar-
se: si el representante tuviera un mandato 
vinculante imperativo (tanto para hacer 
como para omitir) y a su vez fuera sus-
ceptible de revocabilidad y sustitución an-
tes del término del período por el cual fue 
elegido, entonces la representación de-
vendría en una reproducción, una mera 
imitación de la voluntad de los represen-
tados. Si así fuere, entonces ¿qué caso 
tiene la representación política con fun-
cionarios de carrera, o con preparación y 
acopio de experiencia, si sólo serán una 
mímesis de la ciudadanía? La respuesta a 
esta cuestión supone que en la represen-
tación política debe darse la voluntad de 
ser representado (de transferir el poder de 
la soberanía ciudadana al representante 
político que posee tiempo, saber, expe-
riencia y los vínculos sociales necesarios, 
para que se encargue de los asuntos pú-
blicos) y la voluntad de representar (de re-
cibir las encomiendas, aceptar el compro-
miso de rendir cuentas con transparencia 
y también ser removido según el interés 
o deseo de los representados). Es decir, 
una representación más dinámica y flexi-

ble, más comunicativa; en definitiva, más 
en el modelo de una Democracia Líquida. 

Las anteriores nomenclaturas de Sarto-
ri son tomadas por Ferrajoli (2007) y las 
dota de su propio núcleo semántico y las 
hace derivar en representación voluntaria 
o negocial (sic), necesaria o legal y orgáni-
ca o institucional. El Derecho privado utili-
za la voluntaria para lograr negociaciones, 
mientras que el Derecho Civil y Penal uti-
lizan la representación necesaria para tu-
telar personas incapaces, menores o suje-
tas a procesos. El Derecho público, en el 
ámbito de la política, utiliza la institucional 
que, a su vez, es necesaria según este au-
tor italiano porque el funcionario o institu-
ción como persona jurídica considera al 
representado como incapaz de compren-
der todos los asuntos de la esfera pública 
y menos aún para tomar decisiones. Aquí 
entonces la necesidad convierte, bajo los 
conocidos argumentos de Schumpeter, a 
la representación necesaria en una repre-
sentación forzada. 

En la misma línea Bobbio (1999) apunta a 
dos tipos de representatividad dependien-
do de las funciones del representante: 
como delegado o como fiduciario. El dele-
gado tiene un designio preciso, limitado y 
revocable, lo cual da un perfil del Derecho 
privado. El representante fiduciario posee 
libertad para actuar en nombre del repre-
sentado y por tanto no tiene una repre-
sentatividad vinculante ni la obligación de 
ejecutar mandatos; su perfil corresponde 
al Derecho público.

Al igual que Bobbio, Rehfeld (2009) divi-
de la representación según delegado o fi-
duciario (también llamado fideicomisario). 
Como el primero tiene un mandato impe-
rativo y el segundo posee independencia 
del representado, el fiduciario puede abo-
carse al interés general o de alguno(s) en 
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particular según su criterio, no tiene obli-
gación de normar su parecer de conformi-
dad con sus representados y, en conse-
cuencia, no está sujeto a sanciones.

Lifante (2009), de quien se han precisa-
do varios datos para establecer la revisión 
anterior, amén de deducir la representa-
ción legal y voluntaria propone también la 
representación simbólica y la práctica, y a 
su vez subdivide ésta en representación 
individual, institucional y colectiva. La re-
presentación de interés político democrá-
tico es la representación práctica de corte 
normativo, en el sentido de Diggs y Lapor-
ta, pues en ella un agente actúa como re-
presentante de otro porque tiene que ac-
tuar por o en lugar de otro. Y la obligación 
del “tener que actuar” proviene del hecho 
de que todo representante es portador de 
intereses. El representante tiene la capa-
cidad para actuar por sí mismo y, conse-
cuentemente, puede hacerlo en lugar del 
otro. Y más allá todavía, debería hacerlo 
por el otro, como si éste le impusiera un 
mandato vinculante y su correspondiente 
rendición de cuentas. Pero estas dos últi-
mas circunstancias no son comunes en la 
democracia representativa.

2.2. Límites de la democracia 
representativa

La democracia representativa enfrenta 
sus límites al encarar las demarcaciones 
que la representación pone a la sobera-
nía ciudadana. En términos técnicos, el 
límite más patente corresponde a la re-
presentatividad que ejerce el funcionario 
público como fiduciario o fideicomisario. 
Porque las políticas públicas definidas 
y/o ejecutadas por los representantes fi-
duciarios no son imputables a éstos, pero 
si tienen consecuencias sobre los repre-

sentados. En otras palabras: los electores 
no son responsables de las decisiones de 
sus representantes en el gobierno, pues 
éstos actúan con autonomía y a su vez no 
asumen la responsabilidad, dado que sólo 
se benefician o perjudican de su actuar al 
cabo de las siguientes elecciones, y ello, 
en tanto miembros de un partido político. 

Los representantes en los Parlamentos ac-
túan correctamente cuando lo hacen por 
cuenta de los electores, es decir, cuando 
los electores les indican el contenido y la 
forma de actuar. Pero la representatividad 
fiduciaria no permite a los representantes 
actuar más que en nombre y a cuenta de 
sus electores. En nombre de los electores 
porque los representantes cumplen los 
requisitos procedimentalmente burocráti-
cos para ostentarse candidatos elegidos a 
cargos de representación. Y a nombre de 
los electores porque éstos cargan con las 
consecuencias de las políticas públicas 
adoptadas. 

Son bien conocidas las tesis por las cua-
les se argumenta que los representantes 
políticos no deben actuar por cuenta de 
los electores, sino sólo en nombre y a 
cuenta de ellos. Schumpeter alega que: 
“el elector común no tiene capacidad 
para discernir sobre los temas públicos de 
manera autónoma y racional y tampoco 
pueden obtener soluciones claras para los 
problemas” (Schumpeter, 1976, p. 262). 
Consecuentemente el elector común no 
podría indicar el contenido y forma de las 
instrucciones que habría que dar a sus re-
presentantes en los órganos de gobierno. 
Del mismo tenor son las consideraciones 
de Przeworski: “los ciudadanos no están 
capacitados para indicar qué debe hacer 
el gobier no” (1998, p. 8). Sin embargo, 
las capacidades técnicas y jurídicas pro-
badas de los representantes, si bien son 
necesarias, no son suficientes, porque los 
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miembros del Parlamento pueden estar 
más adiestrados en la ciencia política y 
la administración pública que cualquier 
ciudadano común, pero ello no garantiza 
que posean el nivel moral que de ellos es-
peran sus representados. 

Suponer que los representantes actúan 
por los electores, es un deseo fundado en 
que los representantes actúan en el mis-
mo sentido moral que sus representados y 
que éstos esperan políticas públicas orde-
nadas hacia el bien común y el interés ge-
neral. Ahora bien, si el ciudadano común 
fuera capaz de otorgar instrucciones de 
acción y alcance preciso, entonces los re-
presentantes serían los responsables soli-
darios de las consecuencias instruidas. Y, 
congruentemente, serían más delegados 
que fiduciarios, pues recibirían instruc-
ciones precisas. Y cuando, por razones 
políticas o circunstanciales se ven en la 
necesidad de actuar como fiduciarios, en-
tonces los representantes políticos debe-
rían tener la obligación de rendir cuentas 
y obrar con transparencia, mientras sus 
electores deberían tener derecho al veto y 
a las apelaciones. Porque una acción que 
no debe existir en la democracia repre-
sentativa es la marginación que sufren las 
minorías afectadas por las decisiones de 
los representantes de las mayorías.

En la práctica Manin (1997) ha diagnosti-
cado cuatro dificultades de la democracia 
representativa: 1) la forma de elegir a los 
representantes y las características perso-
nales que marcan su preferibilidad, 2) el 
grado de au tonomía otorgado a los repre-
sentantes, 3) las funciones e influencias 
de la opinión pública y 4) el espacio de la 
deliberación política.

En efecto, estos límites se presentan por 
los mecanis mos y formas de representa-
tividad y los criterios de elección resulta-

rían secundarios si la organización de un 
gobierno democrático tendiera a elegir 
propuestas de políticas públicas en lugar 
de representantes. Pero las elecciones 
no corresponden a políticas públicas por-
que no son generadas desde los espacios 
deliberativos dado que la mayoría de los 
electores limitan su participación al voto 
y en las elecciones centran sus preferen-
cias en candidatos o partidos pero no en 
programas de gobierno. De hecho, las 
elecciones por voto de mayoría simple 
presentan un límite representativo por el 
cual los gobernantes no han sido elegi-
dos siempre por la mayoría absoluta de 
los electores participantes. Las múltiples 
mecánicas aritméticas de diversos modos 
de votación mostradas en “una amplia bi-
bliografía, rica en paradojas y en riesgos: 
desde Condorcet al teorema de Arrow” 
(Pasquino, 2000, p. 18), dan prueba de 
la insuficiencia de los mecanismos de vo-
tación medulares en la democracia repre-
sentativa.

En lo concerniente a la autonomía de los 
representantes, un claro límite de la de-
mocracia representativa consiste en la 
asimetría de poder, de información privi-
legiada y del potencial de decisión entre 
gobernados y gobernantes. La aparente 
incompatibilidad entre la soberanía del 
ciudadano y la obediencia que debe guar-
dar a las normas es conflictiva porque los 
electores y los representantes del gobierno 
buscan sujetarse mutuamente. Aunque 
los representantes enfrentan el potencial 
del electorado que puede reemplazarlos 
en las siguientes elecciones, deben orga-
nizar políticamente a la sociedad para la 
sobrevivencia y desarrollo de la misma; 
para ello han de mantener el orden y emi-
tir y hacer cumplir las leyes. Los votantes, 
habiendo elegido a sus representantes, 
reciben de ellos la coerción para cumplir 
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sus órdenes. Paradójicamente, los repre-
sentantes podrían imponer disposiciones 
y normas sin justificar que restringen a los 
ciudadanos alegando “razones de Esta-
do”. El ejemplo más cínico de esta situa-
ción se en cuentra en el lema del Despo-
tismo Ilustrado del siglo dieciocho: “Todo 
para el pueblo pero sin el pueblo”, frase 
que alcanzó un lugar común literario en el 
ambiente europeo de la época y que fue 
atribuida a Federico II de Prusia.

La autonomía de los representantes ha 
llevado a un proceso de oligarquización 
y burocratización de los partidos políti-
cos y los gobernantes (Michels, 2008). 
Consecuentemente, se agravan los dos 
últimos límites señalados por Manin, al 
generar privilegios de partidos o élites que 
se justifican por supuestos mandatos de 
mayorías auscultadas con métodos sos-
pechosos, a lo cual habría de sumar la 
falta de rendición de cuentas y los actos 
de corrupción.

La representatividad fiduciaria, la auto-
nomía de los representantes y la falta de 
deliberación entre los electores ha des-
plazado a los ciudadanos de su condición 
soberana a la de solicitantes porque el go-
bierno se ha reducido a la gestión pública, 
en cuyos complejos procesos, al decir de 
Haldenwag: “el exceso de jerarquización 
y centralización provoca pérdidas de efi-
ciencia y de eficacia; y los presupuestos 
no son transparentes” (2005, p. 48). Es 
decir, el balance de la democracia repre-
sentativa resulta insatisfactorio. 

Ferrajoli (2007, p. 374) además supone, 
muy ingenuamente, que en la represen-
tación política no existe ningún conflicto 
de intereses entre representados y repre-
sentantes, pues el voto refleja la inten-
ción general del representado y, a su vez 
el representante, obedece al interés de 

una mayoría, no del elector en particular. 
Por tanto, la democracia representativa 
parecería legitimada por las mayorías; lo 
cual, en estricto sentido, sería muy gra-
ve porque cancelaría la existencia del 
derecho al amparo y de los derechos di-
ferenciados. Ferrajoli cae en una falacia 
de composición al considerar que los re-
presentantes deben atender a la mayoría 
y olvidarse de los ciudadanos individual-
mente. En contraste, Cass Sustein, el re-
conocido constitucionalista norteameri-
cano, es más realista al considerar: “en 
cualquier democracia representativa, 
hay simplemente demasiada discrepan-
cia entre los resultados legislativos y los 
deseos de los votantes” (1999, p. 351). 
Y sin duda tiene razón, como lo prueban 
las encuestas políticas que dan evidencia 
de la desafección ciudadana por la vida 
pública y en especial de la incredulidad 
hacia los representantes políticos. Basta 
revisar la compilación de Manuel Cas-
tells (2014) que advierte: “Las encuestas 
muestran que entre el 50 por ciento y el 
80 por ciento de los ciudadanos, según 
países, no se consideran representados 
por partidos y gobernantes y ponen en 
cuestión las reglas institucionales de fun-
cionamiento democrático” 

La democracia representativa parece no 
responder a las condiciones que debe 
tener la representación política para que 
sea auténticamente democrática. Es de-
cir, que la actuación del representante se 
dé en función de los intereses e imperati-
vos de los representados. Y los imperati-
vos correspondientes deben precisar para 
qué acciones se otorga el poder de la re-
presentación, por cuánto tiempo y en qué 
casos de excepciones podría el represen-
tante actuar como fideicomisario y tomar 
acciones en representación y a cuenta de 
los ciudadanos.



Revista inteRnacional de Pensamiento Político - i ÉPoca - vol. 10 - 2015 - [193-216] - issn 1885-589X

200

3. Balance de la democracia 
participativa

La desafección ciudadana por la política, 
causada por la insuficiencia y percepción 
de ilegitimidad de la democracia repre-
sentativa, trasladaron la atención hacia la 
democracia participativa. El modelo parti-
cipativo aparece como un punto de equi-
librio entre la democracia directa clásica 
de Occidente y la representativa y, ade-
más, abrió la esperanza a que existieran 
los espacios deliberativos.

El tamaño contemporáneo del demos, el 
número, complejidad y especialización de 
asuntos que se debaten y deciden en las 
cámaras parlamentarias o de las políticas 
públicas que define el poder ejecutivo, 
hizo imposible la democracia directa. La 
democracia participativa aparece enton-
ces como la solución por la cual los ciu-
dadanos pueden defender su soberanía y 
co-legislar al lado de sus representantes 
políticos o inclusive, en algunas ocasio-
nes, sobre ellos. Para lograr lo anterior, 
más allá de voto correspondiente al siste-
ma representativo, se postulan varios ins-
trumentos específicos de participación.

3.1. Instrumentos de 
participación

Los instrumentos de participación política 
otorgan la posibilidad a los ciudadanos 
de influir en el diseño, aceptación o re-
chazo de las políticas públicas; y con ello 
superar las limitaciones de la representa-
ción política fiduciaria. Los instrumentos 
de aceptación o rechazo, en sus diversas 
modalidades, poseen muchas de las limi-
tantes que existen en la democracia re-
presentativa, no así los instrumentos que 
influyen en el diseño de las políticas.

Las modalidades de aceptación o rechazo 
son las más parecidas al voto. Entre ellas 
se encuentran la de candidatos indepen-
dientes y la revocación de mandato. Las 
candidaturas independientes permiten 
postular candidatos a puestos de elección 
popular realizadas por organizaciones ci-
viles o ciudadanas; a iniciativa particular 
o individual, que no formen parte de los 
partidos políticos. Son independientes en 
el sentido de no adscribirse a ningún par-
tido y carecer de compromisos corporati-
vos, pero nada asegura que el candidato 
independiente victorioso adopte un com-
promiso jurídicamente vinculatorio con su 
electorado. El caso de la revocación de 
mandato es similar al voto por el cual se 
acepta a un representante y se declina la 
preferibilidad por otros, solo que de ma-
nera inversa: consiste en un instrumento 
que somete a un funcionario en particular 
a votación, en un momento crítico de su 
gestión pública, para que sea o no remo-
vido de su cargo y se dé preferencia, al 
menos provisional, a otros gobernantes. 
La revocación, también conocida como 
revocatoria, se genera a petición de un 
grupo de ciudadanos (aunque en algunos 
países sólo puede ser solicitada por ciertos 
miembros o porcentajes del parlamento o 
las cámaras) cuando se muestran viola-
ciones graves a la Constitución, acciones 
ilícitas que pueden configurar un delito, o 
violaciones a los Derechos Humanos.

Las otras modalidades de aceptación o 
rechazo corresponden al plebiscito y el 
referéndum. El primero consiste en una 
consulta hecha a la ciudadanía acerca de 
una medida particular. El segundo corres-
ponde a la búsqueda de apoyo o rechazo 
a una ley existente o próxima a existir o a 
una reforma. Ambos son muy parecidos 
entre sí según el modo en que se practi-
can en diferentes países y se limitan a re-
chazar o aceptar decisiones del gobierno. 
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En contraste, los instrumentos que no son 
de simple aceptación o rechazo e influyen 
mayormente en la definición de las polí-
ticas públicas son la iniciativa popular, la 
consulta ciudadana y el presupuesto par-
ticipativo. En la primera, un número míni-
mo de ciudadanos, previamente estable-
cido por la ley, tiene derecho a poner en 
la agenda legislativa una iniciativa de ley. 
Ésta puede ser la creación, modificación, 
derogación de cualquier tipo de decreto, 
reforma de estatutos, reglamentos o leyes, 
e inclusive la Constitución. La consulta 
ciudadana, por su parte, puede definirse 
como “el instrumento de participación co-
munitaria que permite a los ciudadanos 
emitir su opinión y/o propuestas de solu-
ción a asuntos de interés público o pro-
blemas comunitarios del lugar donde resi-
dan” (Hernández, 2007, p. 43). Es decir, 
ambos instrumentos van más allá de la 
simple afirmación o negación de una po-
lítica pública o de la llana representación 
de una idea pública en las organizaciones 
políticas oficiales. En lo referente al pre-
supuesto participativo, valga la redundan-
cia, aparece como mayormente participa-
tivo que los demás instrumentos porque 
incide con mayor frecuencia, es decir, se 
ejerce de manera anual y no en plazos de-
terminados por los períodos electorales, o 
en lapsos inciertos y esporádicos como 
ocurre con los referéndums, plebiscitos y 
la revocación de mandato. Por otra parte, 
cabe la inclusión de personas jurídica-
mente sin ciudadanía (inmigrantes no le-
galizados, menores de edad). A su vez, en 
las etapas de su implementación se ejer-
cen varios instrumentos de participación 
ya mencionados: las consultas e iniciati-
vas ciudadanas, la votación y priorización 
de proyectos, la aplicación de auditorías 
ciudadanas para dar cuenta de la trans-
parencia y la rendición de cuentas.

Pero aún y sumando todas las bonda-
des de los instrumentos de participación, 
queda pendiente el gran reto democráti-
co al modelo participativo: la deliberación 
libre y soberana de los ciudadanos para 
elucidar el interés general, los modos de 
inclusión diferenciados para las minorías, 
oprimidos o afectados y la definición de 
las políticas públicas.

3.2. Límites de la democracia 
participativa

La deliberación política posee un alto 
grado de dificultad, pues los asuntos de 
las agendas parlamentarias son tan com-
plejos que no pueden plantearse en una 
esquemática consulta popular, tampoco 
caben en las escalas locales como se 
hace notar por los asuntos que rebasan 
al presupuesto participativo. Problemas 
como el equilibrio entre el crecimiento 
económico que requiere de la explotación 
de recursos naturales y los compromisos 
mundiales ecológicos, las políticas del 
uso de energías y los riesgos tecnológicos 
o ambientales, o la explosión demográfica 
y la migración vinculadas al desempleo; 
son cuestiones tan sofisticadas que, se-
gún alega Macpherson, los ciudadanos 
no pueden generar “las respuestas [que] 
constituyeran una directriz clara dada al 
gobierno” (1982, p. 116). Por lo tanto, no 
es viable una democracia donde los ciu-
dadanos indiquen a sus representantes 
los imperativos bajo los cuales actuarán 
en nombre de ellos, ni siquiera por ellos 
o a cuenta de ellos. Consecuentemen-
te, Macpherson afirma que “no pode-
mos prescindir de los políticos elegidos” 
(1982, p. 118), quiénes deben dominar 
la agenda pública y el procedimiento para 
tomar decisiones.
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Del mismo tenor son las objeciones que 
Dahl señala contra la democracia. En 
especial, contra el modelo participativo 
o directo, añade las dificultades que van 
más allá del tamaño del demos, como 
por ejemplo “la diversidad, el conflicto, 
la poliarquía, el pluralismo social y orga-
nizativo, y la expansión de los derechos 
individuales” (1993, p. 259-260). Todas 
estas condiciones confluyen en dificultar 
la participación igualitaria y sin consignas, 
pues son efectos de la inevitable multicul-
turalidad contemporánea. Y por tanto, se-
gún estas premisas, queda justificada una 
poliarquía por encima de una democracia 
participativa.

La democracia participativa, por otro lado, 
al requerir mayor involucramiento de ciu-
dadanos diferentes y diferenciados resta 
poder a la soberanía de cada uno de ellos 
en la medida que no se aglutinan en una 
misma decisión política que los represen-
te. Sartori describe esta situación advir-
tiendo: “la participación puede hacerse 
operativa limpiamente como una relación 
expresada mediante una fracción. A me-
dida que aumenta el denominador, la 
´prorrata´ (la porción, el peso, la importan-
cia) de cada participante disminuye pro-
porcionalmente” (Sartori, 2005, p. 153). 
Esta observación constituye una objeción 
fuerte a la modalidad Democracia 4.0 que 
se presenta adelante como una de las al-
ternativas de la Democracia Líquida. Y, en 
efecto, amén de la información y conoci-
miento que requiere la participación acti-
va por parte de los ciudadanos, cuando 
dicha participación se operativiza a tra-
vés de mecanismos como el referéndum 
–que la mayoría de las veces no tienen 
espacios para la deliberación–, resulta 
que “lo que cada individuo desea para sí 
mismo puede convertirse, en el conjunto, 
en algo que nadie quería” (Sartori, 2005, 

p. 157). El referéndum, como el plebisci-
to, la consulta ciudadana o la revocación, 
resulta insuficiente porque es un modo de 
elección (no de un candidato o un parti-
do, tampoco de los representantes fidu-
ciarios) por el cual se “pondría sobre la 
opinión pública una carga inconmensu-
rablemente mayor que la que soporta en 
las democracias representativas” (Sartori, 
2005, p. 158). En otras palabras, los me-
canismos de la democracia participativa 
–a excepción del presupuesto participa-
tivo que propone sus propios planes de 
política pública–, quedan reducidos a la 
votación plebiscitaria, refrendaria o revo-
catoria propuestas por quiénes tienen el 
control de la agenda política. Por ello Ma-
cpherson advertía que: “… no se presta 
suficiente atención a un requisito inelu-
dible de todo procedimiento de adopción 
de decisiones: alguien debe formular las 
preguntas” (1982, p. 115). De ello sigue 
la estocada final al modelo representati-
vo: “las decisiones políticas no se gene-
ran normalmente en el pueblo soberano, 
sino que se someten a él. Y los procesos 
de formación de la opinión no se inician 
desde el pueblo, sino que pasan a través 
del pueblo” (Sartori, 2005, p. 166). De ahí 
entonces la importancia de la formación 
de la opinión pública más allá de la mera 
información para votar con un llano “si” o 
“no”. Se requiere de un conocimiento de-
cantado por el proceso deliberativo capaz 
de abordar con seriedad la complejidad 
de los asuntos públicos. Pero, en efecto, 
participar con los mecanismos hasta aho-
ra descritos no es deliberar y, deliberar, a 
su vez, todavía está lejos de la capacidad 
técnica, jurídica, financiera y moral reales 
de decidir. 

Cabe discutir que los argumentos de Sar-
tori, en especial respecto a la opinión pú-
blica, no son del todo vigentes. La opinión 
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pública, sobre todo aquella formada a tra-
vés de los mass media, no es una fuerza 
autónoma como lo pretende el pensador 
italiano (Sartori, 2005, p. 163). Tampo-
co el poder electoral es siempre efectivo, 
pues de ser así, no hubiera entrado en cri-
sis de legitimidad el modelo representa-
tivo creando la necesidad emergente del 
modelo participativo a pesar de las defi-
ciencias deliberativas. Además, con los 
new media es probable que las opiniones 
inicien desde el pueblo y no sólo transiten 
a través de él. 

Por estas razones, en la evolución de los 
medios de participación también se han 
generado instrumentos más sofisticados 
a pesar de su dificultosa implementación. 
Como por ejemplo la denominada Advoca-
cy Planning o Planificación Abogadil, por 
la cual un abogado profesional busca re-
presentar los intereses de los ciudadanos 
políticamente débiles o que serán afecta-
dos por las decisiones gubernamentales. 
Esta figura (con variadas modalidades del 
conocimiento especializado y mayor en-
trega a la confianza técnica, moral y po-
lítica) es la médula de los representantes 
delegados proxies que constituyen una de 
las modalidades de la Democracia Líqui-
da. Otro instrumento igualmente sofisti-
cado –y muy cercano a la experiencia de 
deliberación en asambleas o votaciones 
barriales de los proyectos del presupues-
to participativo–, es el llamado Taller del 
Futuro, que según sus autores (Jungk y 
Müllert, 1987), es “una técnica social de 
solución de problemas y un instrumento 
de trabajo grupal creativo”.

La búsqueda de estos nuevos instrumen-
tos de participación pretende superar las 
limitaciones de los modelos democráti-
cos representativos y participativos en 
una complementariedad que emerge de 
manera gradual. Bobbio nos hace com-

prender esto cuando explica: “entre la 
democracia representativa pura y la de-
mocracia directa pura no hay, como creen 
los partidarios de la democracia directa, 
un salto cualitativo… [sino que] un siste-
ma de democracia integral puede abarcar 
a las dos, a cada una de acuerdo con las 
diversas situaciones y las diferentes nece-
sidades, porque son, en cuanto adapta-
bles a diversas situaciones y a diferentes 
necesidades, perfectamente compatibles 
entre ellas” (2005, pp. 60-61). Y de la 
misma idea participa Elster al considerar 
que la deliberación democrática incluye 
tanto a la intermediación de los represen-
tantes políticos como a la participación 
individualizada de los ciudadanos afec-
tados o afectables por la definición de 
alguna política pública (2001, p. 16). Y 
para solventar cualquier obstáculo a ese 
modelo integral o complementario pro-
pone el uso sucesivo de tres tricotomías: 
discusión, negociación y votación; agre-
gación, transformación y tergiversación; 
razón, interés y pasión. No obstante, se 
requiere la apertura de los espacios par-
ticipativos, directos o semi-directos (sean 
satisfactoriamente deliberativos o no) 
dentro de los parlamentos para hacer oír 
las voces ciudadanas independientes de 
los representantes políticos fijos por todo 
un período electoral y que se encuentran 
consignados o dogmatizados a través del 
partido político gracias al cual ocupan su 
escaño. La constitución de estos espacios 
es propuesta por la Democracia Líquida. 

4. Alternativas de la 
democracia líquida

Así como es cierto que el tránsito de la 
democracia representativa a la directa o 
semi-directa no es un salto cualitativo, 
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también es cierto que no se alcanza el sa-
tisfactorio fluir de la soberanía ciudadana 
por todos los derroteros de las organiza-
ciones políticas, gracias a la Democracia 
Líquida, de la noche a la mañana. Es de-
cir, el modelo líquido requiere cumplir cir-
cunstancias históricas (como la crisis de 
legitimidad del modelo representativo y la 
exigencia de su superación, el desarrollo 
de las redes sociales cibernéticas en una 
Web de tercera generación); circunstan-
cias políticas (como el debate y alterna-
tivas de los modos de representación y la 
voluntad y madurez del electorado para 
llevar con responsabilidad su participa-
ción directa o semi-directa); y condicio-
nes jurídicas (como la posibilidad de la 
apertura legal a los espacios de participa-
ción directa –insístase: deliberativa o no–, 
tal y como lo permite la adhesión actual 
de prácticamente todos los países del 
orbe al Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, adoptado a partir del 
16 de diciembre de 1966, en lo particular 
en lo concerniente al Artículo 25, sección 
a) que otorga a todos los ciudadanos el 
derecho y la oportunidad de: “Participar 
en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de represen-
tantes libremente elegidos” [la modalidad 
de cursivas no se encuentra en el texto 
original]). De manera que, a reserva de 
describir algunas modalidades concretas, 
cabe definir la Democracia Líquida como 
el modelo de organización política por el 
cual los ciudadanos no declinan su so-
beranía en representantes políticos, sino 
que la delegan en espacios múltiples. 
Dicha delegación no corresponde a la re-
presentación política fiduciaria y puede 
hacerse en una o varias de las siguientes 
alternativas: representarse a sí mismo por 
medio de la presencia electrónica en las 
cámaras o parlamentos, representarse a 
sí mismo participando y contabilizando 

su parte proporcional de soberanía en el 
espacio correspondiente al representante 
de su distrito electoral o político, repre-
sentarse a través de proxies ad hoc según 
el asunto de la agenda política.

Estas tres alternativas permiten compren-
der distinciones avanzadas sobre la repre-
sentatividad política. Así Urbinati (2006) 
hace una diferencia entre representación 
política formal e informal. La primera es la 
representación necesaria y forzada de los 
electores por sus representantes políticos. 
La informal es aquella donde los electores 
pueden autorrepresentarse fuera de las 
reglas de los parlamentos hasta el punto 
que podrían constituirse ante éstos como 
los únicos representantes de sus propios 
intereses. De modo que, con la represen-
tación informal, pero real, se constituye, 
de hecho, la postulación de la Democra-
cia Líquida.

Mansbridge (2003, 2004, 2009, 2011) 
por su parte ha planteado un largo de-
rrotero para superar la distinción de la 
representatividad por delegación y por 
fideicomiso. La superación propone cua-
tro maneras normativas de la representa-
tividad; las promesas, la anticipatoria, la 
giroscópica y la sustitutiva. En las prome-
sas cabe la posibilidad de que los repre-
sentados sancionen a los representantes 
por no cumplir sus promesas y compro-
misos (es decir, apunta hacia la revoca-
ción de mandato). En la anticipatoria los 
representantes deben satisfacer a los 
futuros representados para asegurar su 
éxito en las elecciones y reelecciones. En 
la giroscópica los electores designan un 
representante cuya constitución asegure 
su satisfacción sin necesidad de elemen-
tos externos (es decir, sin necesidad de 
partidos políticos que resultan ajenos a la 
relación de representatividad entre elec-
tores y representantes, como el caso de 
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los proxies). La sustitutiva permite que un 
legislador represente a electores fuera de 
su distrito y hasta de su competencia elec-
toral (y, en definitiva, que sólo sea el me-
diador en las cámaras o el parlamento).

En el fondo Mansbridge propone formas 
directas de democracia que implican una 
alta inclusión y participación. Esta mane-
ra de representar exige educación, comu-
nicación, deliberación y una significativa 
flexibilidad. El hecho de que un ciudada-
no pueda ser representado por un dipu-
tado de otro distrito marca un anteceden-
te para postular una representación por 
“proxies”. Pues no hay razón para opo-
nerse a que un ciudadano sea represen-
tado por un sujeto elegido expresamente 
para un tema específico de la agenda 
política en el cual el representante sea 
un experto. Mansbridge abre un sendero 
para imaginar el modelo de democracia 
líquida gracias a la forma giroscópica, es 
decir, la selección de representante en vez 
de la elección de representante. La selec-
ción motiva a la participación autónoma 
de quiénes pueden seleccionar y ser se-
leccionados sin necesidad de pertenecer 
a un partido político, evita la corrupción, 
da cabida a la flexibilidad de los candi-
datos independientes según los asuntos y 
no los plazos de representatividad y exige 
que los ciudadanos posean información y 
mecanismos de selección.

En un intento por superar la dicotomía en-
tre el modelo representativo y el directo 
o participativo, Saward (2008, p. 1004) 
recurre a la idea de una “democracia de 
reclamo” (2006) por parte de los repre-
sentados. Es decir una democracia semi-
directa y semi-representativa de represen-
tación indirecta donde los representados 
puedan reclamar a sus representantes a 
través del referéndum y donde, incluso, 
podrían postularse a sí mismos como re-

presentantes de sus intereses. Con lo cual, 
según este autor (2010) la legitimidad de-
mocrática sería concebida en función de 
la suficiente aceptación por parte de los 
representados de las funciones de los re-
presentantes y en última instancia por la 
presencia de sí mismos en los espacios 
decisorios. Y bien mirado, no tiene nada 
de extraordinario llegar a representarse a 
sí mismo, pues de hecho, los legisladores 
lo hacen cuando votan en las cámaras.

4.1. Democracia directa

Como desde antaño es conocida, la de-
mocracia directa acontece si el ciudada-
no puede ejercer su soberanía en las Cá-
maras cuando no desea otorgar ninguna 
delegación, representación o margen de 
movilidad a ningún representante. Esta 
manera de representarse a sí mismo está 
contemporáneamente concebida por la 
propuesta “Democracia 4.0” con una in-
teresante particularidad líquida: si no se 
desea ejercer directamente la propia so-
beranía, entonces queda delegada en el 
representante fiduciario, el que ocupa el 
escaño y, por lo general, pertenece a un 
partido político.

La versión “Democracia 4.0” está ga-
nando presencia en Internet (159,000 
y 403,000 resultados en Bing y Google, 
respectivamente al 7 de septiembre de 
2015) y formalmente ha sido explicada 
por el jurista Jurado Gilabert (2013) a par-
tir de la teoría de la “desrepresentación” 
política. La teoría de la “desrepresenta-
ción” se basa en la petición que el abo-
gado Moreno Yagüe presentó en 2010 al 
Congreso de Diputados en Valencia: am-
pliar el reglamento de dicha Cámara para 
que los ciudadanos también puedan votar 
electrónicamente (a través de Internet y 
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en ausencia física en el recinto parlamen-
tario) en las sesiones de la Cámara, como 
lo permite el reglamento de la Cámara a 
los representantes. Es decir, si un repre-
sentante electo tiene el derecho a votar en 
la sesión de la Cámara a través de Inter-
net, también debe tener el mismo dere-
cho su correspondiente representado si 
desea atenerse a la “desrepresentación”.

Democracia 4.0 obliga, con la figura de 
la desrepresentación política, a la redis-
tribución del porcentaje (o cuota) de so-
beranía, en función de cada participación 
directa del elector, dentro del valor de la 
curul correspondiente. Así, la desrepre-
sentación consiste en que el elector ya 
no es representado por el político elec-
to, porque al elector se le otorga, a tra-
vés del voto electrónico, la capacidad de 
“presentarse” en la sesión de la Cámara. 
Es decir, de representarse a sí mismo, lo 
cual implica la solicitud implícita de que 
su voto sea contabilizado en el recuento 
general restando necesariamente su parte 
porcentual al voto cameral del represen-
tante de su distrito o diputación. (Si un 
diputado representa a cien mil electores 
y cincuenta mil de estos aplican la “des-
representación” a través de su presencia 
cibernética en la votación de la Cáma-
ra, entonces el voto del diputado deberá 
contabilizarse al 50% y el de los electores 
participantes deberá sumar el otro 50%, 
amén de calcular los porcentajes de cada 
uno y finalmente obtener los coincidentes 
para definir la posición de ese escaño en 
la Cámara). En tal caso, como ya se dijo 
al comentar el pensamiento de Sartori, a 
mayor participación ciudadana el mayor 
denominador acarreará la disminución 
del peso proporcional de cada partici-
pante y, en consecuencia, la falta de de-
liberación y oportunidad para proponer 
alternativas derivará en un ejercicio de re-

feréndum o veto inmediato cuyo resultado 
final será obtenido por la mayor coalición 
espontánea.

Esta propuesta desea rescatar la libertad 
soberana a partir de considerar que si un 
miembro del Congreso puede votar un 
proyecto a través del instrumento elec-
trónico (presencial o a distancia), enton-
ces cualquier ciudadano, por la vía Web, 
puede presentarse y representarse a sí 
mismo en la votación para ejercer su co-
rrespondiente porcentaje de soberanía en 
la contabilidad de los votos. Porcentaje o 
cuota que no tiene por qué deponer en 
el funcionario de cargo de elección parla-
mentario, según se desprende del artículo 
25 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos suscrito por casi todas 
las naciones e incorporado a muchas de 
las Constituciones en diversos países. 

En definitiva, la principal aportación de 
esta propuesta invita a concebir que la 
desrepresentación es “la potestad sub-
jetiva para revocar a voluntad un man-
dato representativo político, legalmente 
conferido a un órgano o institución, ma-
terializado a través de sus miembros en 
el ejercicio de su cargo” (Jurado, 2014b: 
735). De este concepto se sigue que la 
desrepresentación política es, jurídica-
mente considerada; voluntaria, activa y 
discrecional. Voluntaria porque si bien la 
representación política se da como un he-
cho, (independientemente de la voluntad 
del representado, pues los representantes 
existen en la Cámara aunque una mayo-
ría de representados hayan sido electores 
abstinentes), la desrepresentación debe 
darse en y por la libertad política explícita. 
Activa porque si la representación política 
existe de facto, la desrepresentación debe 
manifestarse como un acto positivo al 
hacer expresa la propia voluntad. Discre-
cional porque si la representación política 
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se ejerce en cada votación de las Cáma-
ras, (aun cuando el representante deci-
da participar con abstención de voto), la 
desrepresentación debe quedar sujeta a 
la potestad de cada elector, ya sea que la 
ejerza de manera puntual para un asunto 
particular a votar en la Cámara o de ma-
nera continuada para todos los asuntos y 
deba, a través de su voto electrónico, ha-
cerse presente en cada votación. Y, final-
mente, pero no menos importante, la des-
representación ha de ejecutarse gracias a 
Internet, pues Internet hace viable que el 
tamaño y expansión demográfica del de-
mos no sea un impedimento para llevar a 
cabo asambleas, ejercer la participación 
ciudadana y el voto directo en períodos 
razonables y márgenes estratégicos de 
conformidad a la agenda política.

Para los promotores del modelo Democra-
cia 4.0, la democracia deja de funcionar 
como la elección temporal de unos re-
presentantes que definirán y/o ejercerán 
las políticas públicas por un período fijo 
y se convierte en una práctica centrada 
en “la participación detallada en conte-
nidos, no en identidades [se refiere a las 
entidades partidistas]” (Jurado, 2014a, p. 
149) Aunque, como se ha insinuado, no 
está claro cómo la participación se volcará 
sobre los detalles de los contenidos, pues 
la propuesta sólo abre la posibilidad de la 
votación directa y no del espacio para el 
diseño de la agenda pública o la creación 
de procesos deliberativos (a menos que 
éstos sean convocados a votación en la 
Cámara). Por lo que, en efecto, permite 
participar en cada votación convocada 
por los organismos o instituciones repre-
sentativas, pero en la práctica queda re-
ducida a un mecanismo directo de veto o 
refrendo, sabiendo además que el modelo 
Democracia 4.0 tendrá mayor éxito parti-
cipativo en los asuntos más generales que 

en los más puntuales, por ejemplo cuan-
do se trata de presupuestos o tasas tribu-
tarias en lugar de reglamentos de poca 
amplitud demográfica. 

4.2. Democracia mediada en los 
espacios ganados por partidos 
sin representantes partidarios

Otra alternativa de la Democracia Líquida, 
en contraste a la democracia de represen-
tación fiduciaria, estriba en el modo de 
hacer fluir la soberanía a través de la am-
plia red de electores que designan a sus 
delegados y los tomadores finales de de-
cisiones en los espacios ganados por par-
tidos políticos sin considerar a los repre-
sentantes de manera desvinculada. Esta 
modalidad permite delegar, –y no transfe-
rir fiduciariamente–, la soberanía a través 
del voto sustituyendo temporalmente la 
autonomía de los funcionarios de partidos 
según se lo demanden sus electores o lo 
requiera la agenda pública (como lo hizo 
el 12 de septiembre de 2013 el diputado 
español Joan Baldoví –de la coalición de 
los partidos Equo-Compromís– que dispu-
so de su curul en el sentido de la votación 
abierta en Internet que tuvieron sus elec-
tores).

Esta modalidad es muy distinta a la de los 
candidatos independientes, como ya se 
aclaró, pues éstos, llegados a la victoria 
electoral, si bien no pertenecen a ningún 
partido, no por ello tienen una represen-
tatividad vinculante con su electorado. Es 
decir, operan en el modelo representativo 
de un electorado sin el respaldo o com-
promisos hacia un partido ni con los ciu-
dadanos. 

No obstante, esta modalidad de la Demo-
cracia Líquida mediada en los espacios 
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ganados por partidos, pero excluyendo a 
representantes partidarios, presenta algu-
nos inconvenientes: los partidos políticos 
no declinarán a sus funcionarios elegidos 
quiénes defienden los intereses corporati-
vos de partido. A su vez, los miembros de 
partido elegidos no tienen una mayor obli-
gación vinculante con sus electores que 
con sus partidos, si bien pueden dimitir 
de sus adscripciones partidarias sin ha-
cerlo de sus cargos de elección. Inclusive, 
hay países que permiten no sólo la renun-
cia de diputados o senadores al partido 
por el cual contendieron electoralmente, 
sino aún más; les permiten el cambio de 
partido mientras se encuentran en los 
cargos de elección. Por otro lado, difícil-
mente –aunque no resulta imposible–, 
un representante político que haya per-
tenecido a un partido podrá tener éxitos 
futuros como candidato independiente 
o simple representante delegado de ma-
nera temporal. De estos dos últimos pro-
cesos, del primero ya ha dado muestra 
de ser viable el caso del gobernador del 
Estado de Nuevo León, México, por el pe-
ríodo 2015-2021, quien como candidato 
independiente logró lo que en veinticinco 
años de militante del partido oficial no 
pudo obtener. 

4.3 Democracia mediada por 
representantes proxies ad hoc

El ejercicio constante y fluido de la sobe-
ranía no puede dejarse al arbitrio y dis-
crecionalidad de algunos representantes 
políticos, que gozan de la representación 
fideicomisaria, declinen su potestad tem-
poralmente en pro de los mandatos impe-
rativos y vinculantes de los electores. Para 
evitar éste y los demás vicios del mode-
lo representativo la Democracia Líquida 

propone que los escaños o curules que 
poseen los partidos en la Cámaras, y tam-
bién los representantes independientes, 
sean ocupados por los delegados o repre-
sentantes proxies elegidos expresamente 
para el asunto a deliberar y decidir en la 
agenda pública.

Esta alternativa, sin duda, reinventa la 
democracia al reinventar al Estado en la 
medida que estabiliza o normaliza la legi-
timidad al exigir una nueva “articulación 
de la democracia representativa con la 
participativa” (De Sousa, 2004, p. 80). 
Síntesis que no sólo De Sousa ha bus-
cado, sino también Nino (1997), Elster 
(2001), Gargarella (2001), y sobre todo 
Pérez Luño al puntualizar: “…la demo-
cracia representativa…resulta imprescin-
dible para asegurar la deliberación, mien-
tras que la democracia directa es más 
eficaz para garantizar la participación. Por 
eso… no se debe optar por uno de esos 
tipos alternativos de democracia, sino que 
debe reforzarse su complementariedad” 
(2014, p. 20). No obstante, este erudito 
pensador considera que la versión “dé-
bil” pertenece al modelo representativo y 
la versión “fuerte” al modelo participativo 
(Pérez Luño, 2004 y 2014), sin distinguir 
del todo, en varios aspectos de la génesis 
electrónica de la esfera política, la dife-
rencia entre el gobierno electrónico y la 
democracia electrónica. Cabe recordar al 
respecto que el primero supone una ciu-
dadanía que vive la democracia y busca 
la información y la gestión; mientras la 
segunda, a partir del obsequio e inter-
cambio de la información, busca la de-
mocracia. No en vano Ferrajoli ha realiza-
do una paráfrasis de Kant para culminar 
la expresión de la idea complementaria: 
“En ausencia de democracia directa, en 
efecto, la democracia representativa úni-
camente puede valerse de un consenso 
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vacío y pasivo y se halla expuesta a todas 
las aventuras y perversiones posibles. En 
ausencia de democracia representativa, 
la democracia directa está destinada a re-
plegarse sobre sí misma, reproduciendo 
en su interior las formas de la represen-
tación y sucumbiendo a largo plazo por 
defecto de garantías jurídicas y políticas” 
(Ferrajoli, 1995, p. 948). Pero mejor pa-
ráfrasis se obtendría al decir que la de-
mocracia directa sin la intermediación de 
representantes y organizadores ciberné-
ticos –también en el sentido etimológico 
del término–, es caótica; mientras que la 
democracia representativa, sin los conte-
nidos directos de la soberanía ciudada-
na corre el riesgo de perderse y quedar 
procedimentalmente vacía. De ahí la ne-
cesidad de combinar representación con 
participación y ambas con deliberación 
en los órdenes impositivos, vinculantes, 
revocatorios y amplia y corresponsable-
mente delegativos. Una democracia con 
tales exigencias de fluidez soberana recla-
ma al modelo líquido, la actual noción de 
gobernanza y la capacidad comunicativa 
instrumentalizada por Internet. 

La imagen que da Johnson (2012) de la 
Democracia Líquida es muy ilustrativa: ‘a 
medida que los votos circulan por la red 
de pares de los votantes, la experiencia 
o conocimiento van teniendo más peso 
en el resultado final de las decisiones’. Es 
decir, la Democracia Líquida logra la par-
ticipación ciudadana y evita los defectos 
de los modelos democráticos directos y 
representativos, pero conserva los benefi-
cios de ambos. Como no se puede reunir 
a millones de personas para decidir cada 
asunto, o al menos, como cada persona 
no es experta ni está interesada en los mi-
les de asuntos que es menester decidir, 
entonces para cada asunto de la agenda 
pública las Cámaras habrán de convocar 

a los ciudadanos y éstos elegirán o no re-
presentantes ad hoc para participar en 
las sesiones. Al elegir representantes, la 
representación tendría carácter vinculan-
te por la intervención de los delegados 
proxies ad hoc quienes enriquecen la di-
mensión de gobernanza. O aunque con 
el soporte de Internet cada asunto pueda 
decidirse por la totalidad de ciudadanos 
que deseen representarse por sí mismos 
(posibilidad de flexibilidad descrita arriba 
aludiendo al modelo Democracia 4.0). 
Pero no todos participan en todo, enton-
ces cabe delegar el voto para que otro de-
cida desde la confianza que se le deposita 
en su experiencia, conocimiento y calidad 
moral, con independencia de los partidos 
políticos y de los plazos electorales, pues 
lo que se atiende son los asuntos y conte-
nidos, y como se ha dicho, no las identi-
dades partidistas. La Democracia Líquida 
implica, por tanto, la gobernanza. 

La Democracia Líquida no es la mera re-
dirección fluida del voto soberano a tra-
vés de otros representantes menos fijos 
o apartidistas, sino que permite expresar 
el por qué se delega el voto en otro, qué 
se le pide al delegado y qué se muestra 
a los demás para unírsele. Es decir, los 
ciudadanos pueden públicamente propo-
ner y desarrollar soluciones de acuerdo 
a estándares democráticos deliberativos 
que dotarán de legitimidad a las políticas 
públicas construidas por ellos mismos. En 
opiniones de algunas versiones españo-
las (El Partido de Internet. Disponible en: 
http://www.democracialiquida.org/), ale-
manas (The Liquid Democracy Journal, 
disponible en http://www.liquid-democra-
cy-journal.org) y en general de las expre-
siones mundiales que han manifestado 
los llamados por sí mismos “Partidos pi-
ratas” (http://www.pp-international.net/), 
es como si se estableciera un parlamento 
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temporal para cada problema o política a 
definir y decidir. Con ello se evita la rigidez 
de cambiar de representantes hasta el 
término fijado para su mandato. También 
se evita la reducción de la oferta electoral 
sólo hacia los partidos y la redacción le-
gislativa no queda en manos de las élites 
partidistas.

La Democracia Líquida respeta la secrecía 
del voto, pero otorga la oportunidad de ha-
cerlo público y, sobre todo, fundamentado 
en la deliberación, para que las razones 
que un ciudadano considera buenas tam-
bién puedan parecer válidas para los de-
más. La delegación pública del voto obliga 
al representante proxy a conservar la línea 
comunicativa con sus representados y a 
rendir cuentas de su actuación final.

De esta manera se llega a la representati-
vidad constitutiva y regulativa. En la cons-
titutiva, las acciones del representante 
son responsabilidades de los representa-
dos. Y la representación regulativa otor-
ga al representante el derecho de actuar 
con un margen de autonomía por tener 
la responsabilidad de hacerlo en el senti-
do de los intereses de los representados. 
Sin duda el equilibrio es difícil porque los 
casos concretos pueden exigir un estricto 
apego al mandato recibido por el repre-
sentante; por ejemplo, guardar y hacer 
guardar la ley. Pero por otra parte, puede 
darse la circunstancia laxa donde los re-
presentantes omitan o vayan más allá de 
las instrucciones recibidas para defender 
los intereses de los representados; por 
ejemplo, si las instrucciones de los re-
presentados son erróneas o si la circuns-
tancia de guerra u oportunidad amerita 
actuar sin hacer alusión a la opinión de 
los representados, aunque debe hacerse 
siempre en razón de sus intereses.

Ford (2002, 2014) y Swierczek (2011) 
consideran que la Democracia Líqui-

da nació teóricamente en 1884 cuando 
Charles Dodgson (mejor conocido como 
Lewis Carroll) escribió Los principios de 
la representación parlamentaria. En ese 
texto se explica la votación proxy como 
una delegación del voto que puede ser 
transitiva, es decir, temporal. La propues-
ta nació para obtener el método capaz 
de seleccionar a los mejores candidatos, 
conseguir la representación más justa y 
también la defensa de las preferencias 
minoritarias. 

La versatilidad que permite delegar la 
soberanía en unos u otros representan-
tes proxies, amén del deseo de ejercerla 
por sí mismo, va de la mano con el hecho 
mismo del acontecer decisorio en mu-
chas Legislaturas donde se opera por el 
método de votaciones escalonadas “cues-
tión por cuestión”, para, al final, aprobar 
toda la construcción del paquete legislati-
vo. Dicho esto, no es el método Dodgson, 
sino el método Copeland el más equitativo 
para ser utilizado para implementar los re-
sultados finales de los proxies y los ciuda-
danos participativos. El método Copeland 
consiste en sumar las victorias y restar las 
derrotas en comparaciones por pares; de 
manera que ganará la alternativa con el 
mayor margen entre logros y fracasos o 
la que tenga más votos como logros, en 
la discusión de cuestión por cuestión. 
Asume que los votantes son sinceros y 
tienen preferencias informadas y permite 
descubrir la opción “más democrática”, 
en el sentido de que arrojaría los resul-
tados que más se aproximarían a la idea 
de “voluntad general”. Además, al votar 
cuestión por cuestión, los proxies no tie-
nen que ser siempre los mismos; pueden 
elegirse y modificarse dependiendo de la 
especialidad de la cuestión. De esta ma-
nera cualquier objeción a la deliberación 
política quedaría superada.
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Así por ejemplo, el clásico señalamiento 
de Schumpeter y Przeworski a la inca-
pacidad de los electores para tomar las 
mejores definiciones de políticas públicas 
es salvable por la delegación soberana en 
los representantes expertos que los vo-
tantes elijan y no en quienes los partidos 
políticos les impongan. Y por otra parte, la 
instrumentación de los procesos delibera-
tivos y participativos que deseen incluir a 
todos los electores es viable por las capa-
cidades de Internet. 

Recuérdese, no obstante, que la acción 
comunicativa en el ejercicio de la delibe-
ración no es un fin en sí mismo, sino un 
medio para alcanzar consensos en las po-
líticas públicas o poseer un parámetro de 
información al adoptar una posición en el 
ejercicio de la propia cuota proporcional 
de soberanía. 

Recapitulando los motivos, medios y 
oportunidades, en referencia a evitar la 
representación política desvinculada en-
tre representantes y representados, cabe 
resumir: los motivos obedecen al deseo 
de no obsequiar la soberanía, sino hacerla 
valer con una representación delegada y 
no fiduciaria; los medios conciernen a los 
apoyos instrumentales de Internet y las 
posibilidades algorítmicas en el ejercicio 
de la parte proporcional de soberanía de 
cada ciudadano a través de su interven-
ción electrónica directa, por proxies ad 
hoc en sustitución de los representantes 
fijos de los partidos o por métodos de vo-
tación orientados a expresar la voluntad 
general sin detrimento de las minorías; y 
las oportunidades emergen de los espa-
cios públicos y participativos exigidos, y 
eventualmente ganados, por las deman-
das ciudadanas. 

5. Discusiones conclusivas

Como es de esperarse, tanto en la teoría 
como en la práctica, la Democracia Líqui-
da enfrenta varias objeciones. En primer 
lugar, grupos de interés y aún los mismos 
partidos políticos pueden cooptar a los re-
presentantes delegados proxies para que 
saturen todos los espacios deliberativos y 
regresar al modelo representativo rígido. 
En segundo lugar, la transferencia directa 
y secuencial de la acumulación de votos 
presenta dificultades algorítmicas tanto 
para las minorías como para la emergen-
cia de las preferencias más difundidas o 
más equitativas. Una tercera crítica apun-
ta a los cuestionamientos que ha recibido 
el concepto de la deliberación democrá-
tica.

Ante la primera objeción caben dos res-
puestas que no son excluyentes. En pri-
mer lugar la existencia de grupos de inte-
rés y de partidos políticos representan un 
riesgo de retroceso al modelo representa-
tivo-clientelar en la medida que ocupen 
todos los espacios deliberativos y deciso-
rios o, en efecto, coopten a los delegados 
proxies. Pero este riesgo pierde fuerza en 
la medida que la política se hace líquida 
al trasladarla de los medios tradicionales 
de comunicación a las redes sociales ci-
bernéticas y las plataformas electrónicas. 
Porque el riesgo de la cooptación de par-
te de los partidos políticos y los grupos 
de interés sólo es posible cuando logran 
ostentar el monopolio de la esfera públi-
ca; situación que Internet revierte con 
los avances de la Web 3.0. Ello sin duda 
cuestiona la existencia futura de los parti-
dos políticos tal y como hoy se presentan 
e inicia su tránsito hacia la planificación 
Abogadil –advocacy planning– como se 
mencionó más arriba. Por tanto, los parti-
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dos políticos tendrán que democratizarse 
y adoptar en su organización y proceder 
interno también el modelo líquido. Este es 
el primer paso que ha dado el Partido Pi-
rata en varios países y con avances signifi-
cativos principalmente en algunos países 
de Europa. Ahora bien, en segundo lugar, 
las intenciones monopólicas de grupos y 
partidos no son novedosas y para evitar-
las se han creado leyes, procedimientos y 
actos de fiscalización, que son más fáciles 
de aplicar en su versión cibernética contra 
los fraudes electorales y, sobre todo, con-
tra la colonización arbitraria de la opinión 
pública en la privada. Internet es la mejor 
opción para resistir a dicha colonización 
y hacer partícipe a la ciudadanía de los 
instrumentos anti-fraude. Pues no sólo es 
útil para ejercer el voto electrónico, sino 
también para convertir en más eficientes 
las exigencias (democracia electrónica) y 
procesos (gobierno electrónico) de trans-
parencia.

En lo que respecta a la segunda objeción 
(las dificultades algorítmicas para alcan-
zar la equidad en la transferencia directa 
y secuencial de la acumulación de votos, 
de manera que no se opriman a las mino-
rías y tampoco se evite la emergencia de 
las preferencias más difundidas), el asun-
to abre una larga consideración acerca 
de las distintas formas y estructuras para 
llevar a cabo votaciones que no es posible 
reproducir aquí por razones de espacio. 
Sin embargo, cabe señalar que el debate 
oscila entre los métodos posicionales, los 
no posicionales y los mixtos. Los posicio-
nales son los que expresan preferencias 
marcando distintas posiciones, ordenan-
do o jerarquizando de mayor a menor –o 
viceversa– las posiciones preferidas, tanto 
en rondas o “vueltas” como en sumato-
rias totales, de promedio o ambas. Los no 
posicionales son aquellos en que no se or-

denan posiciones de preferencias, no dan 
lugar a promedios discriminatorios, crite-
rios de descarte, ni tampoco dando lugar 
a una sola preferencia o exclusiva alterna-
tiva y cuentan con las variantes del voto 
aprobatorio, el acumulativo, el método del 
mejor y el peor con la variante bipolar, el 
voto promedio o de escala, el método de 
juicio mayoritario. Los métodos de vota-
ción no posicionales no son, sin embargo, 
métodos de expresión de una sola prefe-
rencia, pues permiten votar por más de 
una sola alternativa. Los métodos mixtos 
son aquellos que combinan un método de 
votación posicional, con algún método de 
votación no posicional. Las mejores razo-
nes para insertarse en un modelo líquido 
asisten al método Copeland, como se in-
dicó arriba, aunque no todos los expertos 
coinciden, pues este método puede pro-
vocar empates, no siempre es decisivo y 
su ganador puede ser perdedor según el 
método Borda.

Sin embargo no debemos perder de vista 
que en el modelo líquido la médula demo-
crática no está en la votación para repre-
sentantes o proyectos, sino en la delibe-
ración para definir las políticas públicas, 
para tomar en consenso las mejores deci-
siones y garantizar que dichas decisiones 
también respeten a las minorías. Por ello, 
la tercera objeción es la más fuerte: las 
críticas que apuntan contra la delibera-
ción. 

De cara a la tercera objeción, para alcan-
zar consensos en la deliberación, autores 
como Lincoln Dahlberg (2001a, 2001b, 
2001c, 2007, 2014) llevan catorce años 
buscando transformar la teoría de la ac-
ción comunicativa de Habermas en indi-
cadores analíticos consistentes aplicables 
a los recursos deliberativos en Internet. 
Aunados a las propuestas de Fishkin y 
Luskin (2005) puede sinterizarse en la 
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noción de “equilibrio” la mejor respuesta 
a favor de la deliberación. Está noción es 
casi equivalente al proceso de persuasión, 
en la reciprocidad, la equidad inclusiva y 
la sustantividad. Sobre todo en esta últi-
ma porque salva de los riesgos del vacío 
procedimental o del argumento de autori-
dad. Y debe agregarse que la deliberación 
no se compone de una ilación de etapas 
simples que inician con la conformación 
de la agenda informativa y culminan con 
la toma de decisiones, sino que a lo largo 
del proceso (que puede tener avances y 
retrocesos, pues su cualidad de líquida 
muestra que necesariamente no es siem-
pre lineal) deben aparecer acciones como 
las tricotomías ya mencionadas de Elster 
dado que finalmente hay que modelar las 
preferencias, las creencias y los prejui-
cios. Y en el caso extremo, dejar de lado 
los propios intereses y hacer el ejercicio 
de ignorarse a sí mismo como Rawls indi-
có en su Teoría de la Justicia.

Una objeción común a la Democracia Lí-
quida instrumentada por Internet consiste 
en la observación escéptica y pesimista 
de concebirla nada más como la sencilla 
utilización de las tecnologías del siglo XXI 
aplicadas a los usos políticos del siglo XIX.

Ante lo cual cabe responder que Internet 
permite, precisamente, el proceso de-
liberativo, de construcción y aplicación 
de políticas públicas, sumando mayor 
transparencia y fiscalización para evitar la 
cooptación de los partidos o grupos hege-
mónicos. Y que por demás, Internet per-
mite en esta era (no sólo de instrumenta-
ción digital, sino de una amplia extensión 
demográfica y un complejo y basto nú-
mero de problemas interrelacionados que 
provocan muchas complicaciones logísti-
cas) la aplicación de los mecanismos po-
líticos de participación con menos dificul-
tades que las opciones presenciales. 

Si se redujesen los instrumentos de parti-
cipación política al voto, y con ello al em-
pobrecimiento de la vida política por la re-
presentación, entonces el voto electrónico 
sí que sería una muestra de la utilización 
de las tecnologías del siglo XXI aplicadas 
a los usos políticos del siglo XVIII. Pero si 
se abre el listado de opciones para ejercer 
la participación, entonces se cobrará con-
ciencia de la necesidad de Internet para 
hacer política diariamente y no sólo el día 
de las elecciones. Las plataformas elec-
trónicas y las redes sociales cibernéticas 
poseen el poder técnico y la estrategia po-
lítica suficientes para dar el siguiente paso 
hacia la evolución democrática y la correc-
ta programación de la política con Internet 
tiene la capacidad para superar los pro-
blemas de costos, logística y equidad.

Sin duda muchos detalles seguirán sien-
do polémicos, en especial los riesgos po-
líticos, jurídicos y éticos que Pérez (2014, 
pp. 27 y ss.) ha denunciado haciendo 
acopio, durante la última década, de toda 
serie de argumentos teóricos. Sin embar-
go, un caso verdaderamente paradigmáti-
co y ejemplar a escala nacional, –que sal-
va las objeciones más severas recogidas 
por Pérez respecto al empobrecimiento 
de la elaboración normativa y calidad de 
las leyes, las expresiones de mayoría mar-
ginando a minorías y el bloqueo de de-
liberación parlamentaria por el plebiscito 
y referéndum permanentes–, lo observa-
mos en la elaboración de la Constitución 
Ciudadana de Islandia. La Constitución de 
ese país fue elaborada en una plataforma 
electrónica de participación y coopera-
ción. En dicha plataforma participó una 
muestra obtenida por sorteo de ciudada-
nos voluntarios que lograron la legislación 
nacional. De este ejemplo sólo queda in-
ferir la aplicación del modelo líquido a las 
esferas públicas de menor escala, pues 
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quién ha logrado lo más también puede 
conseguir lo menos. 
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